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PDF de la disposición 

 

En el BOE de 6 de septiembre  de 2022 se publicó la Ley 16/2022, de 5 de septiembre, de reforma 

del texto refundido de la Ley Concursal, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2020, de 5 
de mayo, para la transposición de la Directiva (UE) 2019/1023 del Parlamento Europeo y del 

Consejo, de 20 de junio de 2019, sobre marcos de reestructuración preventiva, exoneración de 

deudas e inhabilitaciones, y sobre medidas para aumentar la eficiencia de los procedimientos 
de reestructuración, insolvencia y exoneración de deudas, y por la que se modifica la Directiva 
(UE) 2017/1132 del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre determinados aspectos del 

Derecho de sociedades (Directiva sobre reestructuración e insolvencia).  

La Ley pretende afrontar las limitaciones de la legislación actual mediante una reforma estructural 
del sistema de insolvencia, adaptándose a las directivas comunitarias. 

La Ley entra en vigor el 26 de septiembre de 2022, con la principal salvedad del libro tercero, 
procedimiento especial para microempresas, que no puede aplicarse hasta tanto no estén 
disponibles los medios tecnológicos precisos, en particular, la plataforma electrónica de 
liquidación de activos. Por tanto, hasta tanto esa entrada en vigor tenga lugar, los concursos y 
preconcursos de las microempresas se regirán por las disposiciones de los libros primero y 
segundo con las especialidades previstas en la disposición transitoria segunda. 

I. LOS PLANES DE REESTRUCTURACIÓN 

En primer lugar, se introducen los denominados planes de reestructuración, un instrumento 
preconcursal dirigido a evitar la insolvencia, o a superarla, que posibilita una actuación en un 
estadio de dificultades previo al de los vigentes instrumentos preconcursales, sin el estigma 
asociado al concurso y con características que incrementan su eficacia.  

Su introducción pretende incentivar una reestructuración más temprana, y por tanto con 
mayores probabilidades de éxito, y contribuir a la descongestión de los juzgados y la mayor 
eficiencia del concurso. 

El objetivo es que las empresas puedan acogerse a los planes de reestructuración en una situación 
de probabilidad de insolvencia, previa a la insolvencia inminente que se exige para poder recurrir 
a los actuales instrumentos. Su introducción lleva aparejada la supresión de los actuales 
instrumentos preconcursales. 

A. Presupuestos subjetivo y objetivo. 

En cuanto al presupuesto subjetivo, es destinatario cualquier persona natural o jurídica que lleve 
a cabo una actividad empresarial o profesional y que no esté comprendida dentro del ámbito de 
aplicación del nuevo procedimiento especial regulado en el libro tercero (especial para 
microempresas). Por lo que respecta al presupuesto objetivo, la especialidad de los marcos de 
reestructuración temprana es para la Directiva la probabilidad de insolvencia.  
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Probabilidad de insolvencia, insolvencia inminente e insolvencia actual son tres estados que se 
ordenan secuencialmente: la probabilidad de insolvencia es un estado previo a la insolvencia 
inminente y esta un estado previo a la insolvencia actual.  

Un deudor que tenga probabilidad de insolvencia no puede ser sujeto de un concurso de 
acreedores, pero puede utilizar los mecanismos que integran el derecho preconcursal. 

La definición de probabilidad de insolvencia se hace en términos objetivos. La definición recogida 
en la ley permite que la reestructuración se lleve a cabo en una fase temprana, reduciendo la 
pérdida de valor empresarial y el consiguiente perjuicio para los acreedores y para el propio 
deudor. En este sentido, se establece que se encuentra en probabilidad de insolvencia el deudor 
que no va a poder cumplir las obligaciones que venzan en los próximos dos años. 

B. Comunicación de la apertura de negociaciones con los acreedores con el 

fin de alcanzar un plan de reestructuración. 

El título II regula la comunicación de apertura de negociaciones con los acreedores para alcanzar 
un plan de reestructuración. El sentido último de esta comunicación es que el deudor pueda 
disfrutar de una paralización o suspensión temporal de las ejecuciones singulares, judiciales o 
extrajudiciales, sobre los bienes necesarios para continuar con su actividad empresarial, con el fin 
de facilitar las negociaciones de ese plan de reestructuración.  

También es compatible con la Directiva la regulación específica de los procedimientos de 
ejecución de los acreedores públicos de la suspensión de ejecuciones singulares en los marcos de 
reestructuración preventiva mediante la que se incorpora a la norma interna parte del artículo 6.3 
de la Directiva que sirve de base a esta exclusión, y que señala: «Los Estados miembros podrán 
prever que la suspensión de ejecuciones singulares pueda ser general, para todos los acreedores, 
o limitada, para uno o varios acreedores individuales o categorías de acreedores». 

Así, la norma contempla que en estos casos la regla general es la imposibilidad de suspensión de 
ejecuciones singulares de los acreedores públicos y que, como excepción, la suspensión 
exclusivamente podrá acordarse durante la fase de realización o enajenación de los bienes o 
derechos necesarios para la continuidad de la actividad empresarial o profesional del deudor por 
un período limitado a tres meses. 

C. Los planes de reestructuración, su aprobación, su homologación judicial y 

el régimen de impugnación. 

El término «plan», en lugar de «acuerdo», refleja la posibilidad de imponerlo, bajo ciertas 
condiciones, incluso a los socios del deudor. 

- El régimen aplicable a los planes de reestructuración descansa sobre un principio de 
intervención judicial mínima y a posteriori.  

- La negociación y votación del plan es informal y al margen de cualquier proceso reglado 
o de la intervención de ninguna autoridad judicial, sin perjuicio de la posible designación 
de un experto en la reestructuración, cuando proceda imperativamente o a instancias de 
las partes. 

- El juez solo interviene al final del proceso, para homologar el plan ya aprobado por las 
clases y mayorías exigidas por la ley. 
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1. Ámbito de aplicación  

Incluye las medidas de reestructuración que afectan tanto al pasivo como al activo. La ley acoge 
la opción de homologar un plan de reestructuración que prevea la venta de partes o incluso de la 
totalidad de la empresa, los llamados planes liquidativos, que pueden resultar una opción, en 
particular, para las pequeñas y medianas empresas. 

El recurso a este régimen especial será necesario cuando se pretendan extender sus efectos a 
acreedores disidentes dentro de una clase, a clases enteras de acreedores disidentes o incluso a 
los socios, esto es, cuando se excepcione el juego de las reglas generales del Derecho civil o 
mercantil. 

Igualmente, el recurso a este régimen especial será preciso cuando se quiera proteger el plan y 
las garantías, actos o negocios previstos en él de las reglas generales sobre acciones rescisorias 
concursales o conceder determinados privilegios a la financiación otorgada o comprometida en 
el contexto de un plan de reestructuración, en el caso de posterior concurso. 

2. Los créditos afectados por un plan de reestructuración y su valoración. 

Créditos afectados son aquellos que, de conformidad con el plan, vayan a sufrir una modificación 
de sus términos o condiciones, con independencia de que además se altere su valor real.  

La ley deja a los interesados que decidan si quieren afectar a la totalidad del pasivo o solo a una 
parte, y la cuantía o identidad de esta.  

La única excepción al principio de universalidad del pasivo susceptible de afectación son los 
créditos públicos, los créditos laborales, los alimenticios y los extracontractuales. 

La ley contiene reglas sobre cómo deben computarse los créditos a los efectos de ponderar el 
voto emitido; muchas de las reglas proceden de la legislación vigente, pero se ha añadido una 
novedad importante para resolver un problema habitual en la práctica, como es la valoración de 
los créditos contingentes. 

La ley introduce la posibilidad de resolver contratos en interés de la reestructuración, incluidos, 
con alguna especialidad adicional, los contratos de alta dirección.  

3. Las clases de créditos. 

 Para la aprobación del plan de reestructuración los créditos afectados deben votar separados 
por clases según su naturaleza. 

La ley señala que el parámetro principal para formar las clases deben ser los rangos crediticios 
concursales: los créditos con rangos concursales distintos deben separarse en clases distintas. 
Adicionalmente, la ley permite que créditos del mismo rango se separen por clases teniendo en 
cuenta dive datos como su naturaleza financiera o no financiera; el activo sobre el que recae su 
garantía cuando se trate de créditos garantizados; cómo vayan a quedar afectados por el plan, 
cuando créditos de igual naturaleza vayan a recibir instrumentos de naturaleza distinta; y en 
particular que sus titulares sean pequeñas o medianas empresas y el plan de reestructuración 
suponga para ellas un sacrificio superior al cincuenta por ciento del importe de su crédito deberán 
constituir una clase de acreedores separada. La ley también precisa que los créditos de derecho 
público constituirán una clase separada entre las clases de su mismo rango concursal.Aunque 
normalmente la formación de las clases se controlará ex post, en la fase de homologación, como 
novedad se concede la opción a las partes interesadas de solicitar una confirmación judicial previa 
ante la autoridad judicial competente; esta opción puede ser útil para los supuestos en los que, 
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durante la fase de negociación del plan, haya una disparidad de criterios entre los sujetos 
afectados sobre las clases formadas y sea preferible despejar las dudas sin necesidad de aguardar 
hasta el final de todo el proceso. 

4. La aprobación del plan por las clases de créditos afectados. 

La ley conserva el régimen vigente y no establece ningún procedimiento formal o reglado sobre 
cómo debe procederse a la formación de clases y la votación del plan. Sí se requiere que el plan 
tenga un contenido mínimo y sea notificado a todos los acreedores afectados antes de proceder 
a su homologación. Y se recoge el principio fundamental, también procedente de la Directiva, de 
que todos los acreedores afectados tienen derecho de voto ponderado en función del importe 
nominal de su crédito. 

El plan se entenderá aprobado por cada clase de créditos si vota a favor más de los dos tercios 
del pasivo incluido en esa clase. La mayoría se incrementa al setenta y cinco por ciento en la clase 
de créditos garantizados con garantía real. La ley mantiene, además, la regla especial para los 
créditos sometidos a un pacto de sindicación. Una vez aprobado por las clases necesarias, el 
acuerdo debe ser formalizado en instrumento público. La ley no introduce novedad alguna en 
este punto.  

Una de las cuestiones más complejas es la posición de los socios de la sociedad deudora cuando 
el plan de reestructuración afecta a sus derechos, esto es, conlleva medidas como ampliaciones 
de capital, modificaciones estructurales o disposición de activos esenciales que, bajo las reglas 
generales del derecho societario, requieren su consentimiento.  

La ley opta por una solución que se aparta de la solución hasta ahora vigente en el derecho 
español y reconoce el derecho de voto de los socios cuando el plan de reestructuración afecta a 
sus derechos, pero permite que, en caso de insolvencia actual o de insolvencia inminente, el plan 
de reestructuración se homologue en contra de su voluntad, evitando así ciertas conductas 
abusivas que, en la práctica, comportan una redistribución de valor en su beneficio y en perjuicio 
de los acreedores sin justificación económica alguna.  

A los efectos de expresar su consentimiento, la ley respeta que la voluntad social se conforme 
bajo las reglas aplicables al tipo social correspondiente, al margen por tanto de las reglas 
procedimentales aplicables a los demás acreedores, pero con determinadas especialidades con 

el fin de acelerar el proceso y facilitar la consecución de un acuerdo favorable al plan. 

5. Presupuestos y procedimiento de homologación judicial del plan de 

reestructuración. 

La Ley recoge el presupuesto objetivo necesario para la homologación y lo hace en términos muy 
amplios: que el deudor se encuentre en estado de probabilidad de insolvencia, de insolvencia 
inminente e incluso de insolvencia actual. El límite temporal es que se haya admitido a trámite 
una solicitud de concurso necesario.  

La ley distingue dos tipos de supuestos, que refleja lo que se conocen como «planes 
consensuales» y «planes no consensuales». La mayor innovación de la ley es la posibilidad de 
homologar un plan de reestructuración que no haya sido aprobado por todas las clases de 
acreedores, o incluso por los socios del deudor persona jurídica cuando el plan contenga medidas 
que requieran acuerdo de junta («plan no consensual»). 

El juez ha de verificar que se cumplen los presupuestos legales y este control lo hace 
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exclusivamente a partir de la documentación presentada, sin perjuicio de la aplicación de las 
reglas generales sobre subsanación. La ley mantiene el principio de la eficacia inmediata del plan 
una vez homologado. Se introduce, sin embargo, una novedad muy importante en nuestro 
sistema: el acceso a los registros de los actos de ejecución del plan de reestructuración, incluso 
aunque no haya adquirido firmeza. Una impugnación del plan no impedirá la inscripción registral 
de esos actos.  

Impugnación del auto de homologación. Una vez dictado auto favorable, corresponde a los 
acreedores que no hayan votado a favor del plan o, en su caso, a los socios impugnarlo y probar 
que no se dan los presupuestos para su homologación, o que el plan incurre en alguna de las 
causas de impugnación adicionales. 

6. La protección del plan frente a las acciones rescisorias del concurso posterior. 

La ley establece distintos mecanismos de protección de esta financiación y de los actos, 
operaciones o negocios realizados en el contexto del plan de reestructuración frente a un 
concurso posterior. Con carácter general, esta protección resulta pertinente para incentivar esa 
financiación en un momento donde su concesión resulta más arriesgada, y en este sentido 
contribuye a reducir sus costes. La protección legal se condiciona a que el plan haya sido 
homologado y, por lo tanto, se den los presupuestos para esta homologación, y además concurra 
una determinada proporción de créditos afectados respecto del pasivo total. Si se dan las 
condiciones legales para esa protección, la ley concede además una preferencia de cobro a los 
acreedores de financiación interina o de nueva financiación en caso de posterior concurso, todo 
ello sin perjuicio de la obligación del deudor de cumplir con el pago de sus deudas cuyo devengo 
se produzca desde la apertura del concurso, en concreto, las deudas tributarias o de seguridad 
social.  

7. Incumplimiento de los planes de reestructuración. 

Frente a la solución vigente, la ley opta por rechazar el remedio resolutorio ante un 
incumplimiento del plan, pero deja la opción a las partes de que prevean otra cosa. De esta 
manera, se incentiva a las partes para que tengan en cuenta un escenario de incumplimiento del 
plan durante su negociación y regulen los posibles remedios frente al mismo o las consecuencias 
en caso de producirse. 

D. El experto en la reestructuración, una nueva figura 

La Directiva exige la designación obligatoria de este experto en determinados supuestos, fuera 
de los cuales tampoco en la norma de transposición es necesario el nombramiento, salvo que el 
deudor o una mayoría de acreedores lo solicite. 

Se regula el estatuto del experto, sus funciones, deberes y régimen de responsabilidad. El diseño 
es más próximo a la figura de un mediador que facilite la negociación entre las partes, ayude a 
deudores con poca experiencia o conocimientos en materia de reestructuración, y 
eventualmente facilite las decisiones judiciales cuando surja alguna controversia entre las partes. 
Su función material más relevante quizás sea la responsabilidad de elaborar un informe sobre el 
valor en funcionamiento de la empresa en caso de planes no consensuales. El experto en ningún 
caso interviene o supervisa los poderes de administración y disposición patrimonial del deudor. 

E. Especialidades para deudores que no alcancen determinados umbrales. 

La ley excluye la posibilidad de imponer un plan de reestructuración que no cuente con la 
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aprobación del deudor cuando esta sea una pequeña o mediana empresa: los planes de 
reestructuración no puedan imponerse a este tipo de deudores, ni, cuando sea necesario su 
acuerdo, a los socios de la sociedad deudora. En coherencia con lo anterior, en estos mismos 
supuestos tampoco los acreedores o el experto en la reestructuración pueden paralizar la 
solicitud de concurso voluntario, ni pueden solicitar prorrogas de los efectos de la comunicación. 

Por otro lado, y con una finalidad facilitadora y de reducción de costes, la ley prevé la elaboración 
de unos modelos oficiales de planes de reestructuración que podrán ser utilizados 
preferentemente por las pequeñas y medianas empresas. En este caso, la ley exime de la 
intervención notarial para la formalización del plan y de la certificación del auditor. 

II. LA SEGUNDA OPORTUNIDAD 

La configura un procedimiento de segunda oportunidad que pretende ser más eficaz, ampliando 
la relación de deudas exonerables e introduciendo la posibilidad de exoneración sin liquidación 
previa del patrimonio del deudor y con un plan de pagos, permitiendo así que este conserve su 
vivienda habitual y sus activos empresariales. 

Uno de los cambios más drásticos de la nueva normativa es que, en lugar de condicionar la 
obtención de la exoneración a la satisfacción de un determinado tipo de deudas, se acoge un 
sistema de exoneración por mérito en el que cualquier deudor, sea o no empresario, siempre que 
satisfaga el estándar de buena fe en que se asienta este instituto, puede exonerar todas sus 
deudas, salvo aquellas que, de forma excepcional y por su especial naturaleza, se consideran 
legalmente no exonerables. Se mantiene la opción de conceder la exoneración a cualquier deudor 
persona natural de buena fe, sea o no empresario. 

En todo caso, dada la singularidad que todo mecanismo de segunda oportunidad supone en 
cualquier sistema legal que, como el nuestro, consagra la responsabilidad del deudor con todos 
sus bienes presentes y futuros para la satisfacción de sus deudas, se ha considerado oportuno 
seguir brindando la segunda oportunidad solo al deudor insolvente, sin extenderlo a deudores 
aquejados de sobreendeudamiento. 

- Se ha considerado oportuno derogar la regla que imponía al deudor que quería beneficiarse 
de la exoneración haber intentado infructuosamente un acuerdo extrajudicial de pagos. De 
esta forma, el deudor persona natural que se encuentre en insolvencia actual o inminente 
deberá acudir al concurso para poder beneficiarse de la exoneración, pero sin necesidad 
de perder tiempo o incurrir en el coste de intentar una solución preconcursal en cuyo éxito 
no confíe. 

- Se articulan dos modalidades de exoneración: la exoneración con liquidación de la masa 
activa y la exoneración con plan de pagos. Estas dos modalidades son intercambiables, en 
el sentido de que el deudor que haya obtenido una exoneración provisional con plan de 
pagos puede en cualquier momento dejarla sin efecto y solicitar la exoneración con 
liquidación.  

- La buena fe del deudor sigue siendo esencial en la exoneración. 

- Se elimina el requisito para poder gozar de la exoneración consistente en que el deudor no 
haya rechazado oferta de empleo en los cuatro años anteriores a la declaración de 
concurso. Y también se elimina la obligación de haber celebrado, o haber al menos 
intentado, un acuerdo extrajudicial de pagos. 

- Se reduce el plazo mínimo hasta ahora vigente de diez años que debía mediar entre una 
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solicitud de exoneración y la exoneración anteriormente concedida al mismo deudor. 

- Se amplía la exoneración a todas las deudas concursales y contra la masa. Se elevan las 
exoneraciones previstas en el proyecto frente a Hacienda y con la Seguridad Social hasta 
10.000 euros para las personas físicas.  

- Se regula la información de la exoneración a los sistemas de información crediticia a los 
que previamente hubieran comunicado el impago o mora de deuda exonerada, al objeto 
de la actualización de sus registros.  

- Se ha reducido de cinco a tres años la duración del plan de pagos del deudor, si bien se 
prevé la extensión a cinco años en algunos casos en los que los acreedores hacen 
concesiones o esfuerzos más gravosos a favor del deudor o cuando su riesgo de recobro es 
mayor. El plazo se computa desde la confirmación judicial del plan, sin perjuicio de los 
recursos que procedan. 

- Se mantiene la posibilidad ya contemplada en el derecho vigente de que, pese al 
incumplimiento parcial del plan de pagos, se otorgue al deudor la exoneración definitiva, 
para el caso de que el juez aprecie que el incumplimiento ha resultado de accidente o 
enfermedad graves e inesperadas, ya del deudor, ya de las personas que con él conviven. 
Se han eliminado, sin embargo, los supuestos que el derecho hasta ahora vigente 
contemplaba para poder acceder a la exoneración no obstante el incumplimiento del plan 
de pagos  

III. PROCEDIMIENTO ESPECIAL PARA MICROEMPRESAS 

La modernización del sistema legal para dar solución a la crisis de las microempresas es una pieza 
necesaria de la transposición al derecho español de la Directiva (UE) 2019/10231.  

En primer lugar, el procedimiento diseñado en el nuevo libro tercero incluye un gran número de 
medidas dirigidas, precisamente, a solucionar este problema. Las principales características del 
procedimiento son: 

- El procedimiento especial diseñado busca reducir los costes del procedimiento, eliminando 
todos los trámites.  

- La intervención del juez solo se producirá para adoptar las decisiones más relevantes del 
procedimiento o cuando exista una cuestión litigiosa que las partes eleven al juzgado. Los 
incidentes se solucionarán, salvo excepciones, por un procedimiento escrito; y, cuando sea 
necesaria la participación oral de las partes o de expertos se utilizarán las vistas virtuales, 
celebradas por medios telemáticos. 

- Los incidentes y los recursos no tendrán efectos suspensivos, aunque el juez podrá adoptar 
medidas cautelares o suspender determinados efectos. Con carácter general, las decisiones 
judiciales no serán recurribles. 

- Se pone a disposición de las partes un programa de cálculo y simulación de pagos en línea 

 

1 Por microempresas (o micropymes) se entienden aquellas empresas que hayan empleado durante el año 

anterior a la solicitud de inicio del procedimiento especial una media de menos diez trabajadores y tengan 
un volumen de negocio anual inferior a setecientos mil euros o un pasivo inferior a trescientos cincuenta mil 
euros según las últimas cuentas cerradas en el ejercicio anterior a la presentación de la solicitud. 
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sin coste, lo que permitirá reducir los costes de asesoramiento del deudor. 

En segundo lugar, se articula una simplificación procesal para las partes basado en que la 
comunicación se realizará a través de formularios normalizados oficiales accesibles en línea, sin 
coste. Los trámites del procedimiento especial podrán transcurrir en paralelo, a diferencia del 
concurso de acreedores que se desarrolla de forma lineal con etapas consecutivas. 

Para utilizar el procedimiento, los usuarios deben hacer uso de sus propios certificados 
electrónicos cualificados o de sistemas de identificación electrónica tales como Cl@ve y 
Cl@veJusticia. 

Uno de los aspectos más innovadores de este sistema es su carácter modular. Tradicionalmente, 
el Derecho concursal lleva aparejados una serie de efectos automáticos que tienen costes 
fundamentalmente para los acreedores. El procedimiento especial permite a las partes que 
soliciten su aplicación solo si así lo desean: este es el caso de la paralización de ejecuciones sobre 
activos con garantía real y del nombramiento de profesionales. 

El pilar del procedimiento es la veracidad de la información aportada. Por ello, la ocultación de 
información relevante, la manipulación de datos o la aportación de documentación incorrecta o 
no enteramente veraz tiene consecuencias severas. Es causa expresa de calificación culpable, se 
pone en conocimiento del Ministerio Fiscal. 

En tercer lugar, el procedimiento especial es único: las microempresas no tienen acceso al 
concurso ni a los acuerdos de reestructuración. 

Este procedimiento trata de combinar aquellos aspectos del concurso y de los planes de 
reestructuración que mejor se adaptan a las microempresas. Así, el presupuesto objetivo es 
amplio y se permite su utilización cuando la microempresa está en probabilidad de insolvencia 
(situación preconcursal), insolvencia inminente o insolvencia actual (situación concursal). 

Los autónomos, además de tener acceso al procedimiento especial (si son microempresas), 
pueden acceder al procedimiento de segunda oportunidad. 

Uno de los motivos por los que se regula un sistema único y simplificado es para facilitar su 
comprensión por los usuarios que, en su mayoría, carecerán de conocimientos específicos sobre 
instrumentos preconcursales y concursales y tendrán recursos limitados para contratar asesores 
externos. 

Adicionalmente, son dos los elementos en los que se basa este procedimiento especial único: la 
negociación y el modo de finalización de esta. 

De un lado, se trata de un procedimiento formal, en el que se contempla un período de 
negociación de tres meses no prorrogables, durante los cuales se suspenden las ejecuciones 
singulares y se puede preparar un plan de continuación o la enajenación de la empresa en 
funcionamiento. Finalizado este plazo se inicia un procedimiento formal, pero muy flexible y de 
bajo coste. 

De otro, se establecen dos posibles itinerarios: una liquidación rápida (fast-track) o un 
procedimiento de continuación de rápida gestión y flexible. Debe aclararse que a través de este 
procedimiento solo podrán liquidarse empresas insolventes, pues la normativa societaria y 
mercantil ya ofrece vías para la liquidación de empresas solventes. Y los autónomos podrán 
acceder al procedimiento de segunda oportunidad a partir de cualquiera de los dos itinerarios, ya 
sea el de liquidación o el de continuación. 

Como ocurre con los supuestos de concurso y de los planes de reestructuración, el procedimiento 
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especial funcionará mejor cuanto antes se utilice, para lo cual es esencial que se perciba como un 
instrumento útil y manejable por parte del deudor. 

IV. ALERTA TEMPRANA 

La Directiva 2019/1023 exige que los Estados miembros establezcan «herramientas de alerta 
temprana» para que el deudor, detectada la probabilidad de insolvencia, pueda actuar sin 
demora a fin de evitar que esa mera probabilidad se convierta en insolvencia actual. 

La Directiva impone a los Estados miembros la obligación de implantar instrumentos de alerta y 
prevención de la insolvencia, que tengan virtualidad para efectuar un diagnóstico precoz de 
posibles situaciones de dificultades financieras, a los efectos de preservar el valor de la empresa, 
incentivando la adopción de medidas de reorganización o reestructuración cuando todavía sea 
posible evitar la situación de insolvencia. 

Así se establecerán servicios de asesoramiento gratuito y confidencial a empresas en dificultades 
para posibilitar el asesoramiento a pequeñas y medianas empresas en un estadio temprano de 
dificultades. Adicionalmente, se mantendrá la página web de «autodiagnóstico de salud 
empresarial» del Ministerio de Industria, Comercio y Turismo, que ya dispone de acceso libre y 
gratuito. 

Finalmente, como medida de alerta, aunque muy tardía, la ley establece que, en caso de ejecución 
judicial, si el ejecutado no señalare bienes susceptibles de embargo o el valor de los señalados 
fuera insuficiente para el fin de la ejecución, se introduce el deber a cargo del letrado de la 
Administración de Justicia de advertir al ejecutado de que, en caso de probabilidad de insolvencia, 
de insolvencia inminente o de insolvencia actual, puede comunicar al juzgado competente el 
inicio o la voluntad de iniciar negociaciones con acreedores para pactar un plan de 
reestructuración de la deuda, con paralización de las ejecuciones durante esa negociación en los 
términos establecidos por la ley; y que, si encontrándose en estado de insolvencia actual no lo 
hace, tiene el deber de solicitar la declaración de concurso de acreedores dentro de los dos meses 
siguientes a la fecha en que hubiera conocido o debido conocer ese estado de insolvencia. 


